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ACCIONADO: SEGUROS LA PREVISORA S.A. 

 

BARRANQUILLA, CATORCE (14) DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el despacho a decidir la impugnación impetrada por SEGUROS LA PREVISORA 

SA en cabeza de su representante legal SCARLETT JORDANA BAENA RODRIGUEZ, 

actuando en calidad de accionado, contra el fallo de primera instancia de fecha 2 de febrero 

de 2023, proferido por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Oralidad de Barranquilla, dentro 

de la acción de tutela de la referencia, contra SEGUROS LA PREVISORA SA, por la 

presunta violación a los derechos fundamentales a la seguridad social, salud, igualdad, 

dignidad humana, mínimo vital y debido proceso. 

                                                                               

ANTECEDENTES 

 

De los hechos de la tutela, se tiene: 

 

El accionante manifiesta que el 10 de julio de 2022 fue víctima de un accidente de tránsito y 

lo trasladaron a urgencias a la Clínica La Victoria de Barranquilla. Como consecuencia del 

accidente en mención, le diagnosticaron las siguientes lesiones y secuelas: “FRACTURA DE 

CLAVICULA, CONTUSION DEL HOMBRO Y BRAZO, TRAUMATISMO INTERCRANEAL” 

entre otras, tal como consta en el historial clínico. 

 

A pesar de la intervención quirúrgica, farmacéutica y terapéutica han persistido las secuelas 

debido al accidente de tránsito del día 10 de julio de 2022.  

 

El día 15 de noviembre manifiestan que las lesiones no obedecen al accidente, sin embargo, 

la información se hace constar en la historia clínica donde hacen alusión a las lesiones 

ocasionadas con el accidente. Solicito que se sea objetivo y se realice la calificación de la 

PCL, del accidente que fue cubierto bajo la póliza la previsora para el 10 de julio de 2022. 

 

El accionante expone que, de conformidad con el artículo 142 del Decreto 19 del 2012, a la 

entidad accionada le corresponde calificar la pérdida de su capacidad laboral. El 28 de 

noviembre de 2022 presentó derecho de petición nuevamente ante un error de SEGUROS 

LA PREVISORA S.A solicitando calificación de pérdida de capacidad laboral como 

consecuencia del accidente del cual fue víctima, para lo cual anexó todo su historial clínico. 

Hasta la fecha, la petición no ha sido respondida por la Aseguradora accionada haciendo 

inobservancia del tiempo legalmente establecido para atender el derecho de petición. 

 

SEGUROS LA PREVISORA S.A omite la calificación de pérdida de capacidad laboral con la 

finalidad de evitar el pago de la indemnización por incapacidad permanente (SOAT) a la que 

tendría derecho el accionante si le fuese reconocido un porcentaje de pérdida capacidad 

laboral, según lo preceptuado en el art. 14 del Decreto 56 del 2015. La respuesta de la 

Compañía de Seguros accionada viola abiertamente el precedente constitucional que ha 

reiterado sistemáticamente la Corte Constitucional y que rige esta materia, en el sentido de 

que las Aseguradoras que administran el SOAT están obligadas jurídicamente a calificar la 

pérdida de capacidad laboral de sus asegurados. 
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El accionante no cuenta con recursos económicos necesarios para pagar los honorarios 

anticipados (Un salario mínimo legal vigente) que le corresponde a la Junta Regional de 

Invalidez del Atlántico por concepto de calificación de pérdida de capacidad laboral y para 

subsistir se soporta en ayudas que le brindan sus familiares.  

 

PRETENSIONES 

 

Pretende la accionante lo siguiente: 

 

Con fundamento en todo lo anterior, solicita el accionante al señor Juez que proteja sus 

derechos fundamentales aquí mencionados y, en consecuencia: 

 

1. ORDENE a SEGUROS LA PREVISORA S.A: que, dentro de las siguientes cuarenta 

y ocho (48) horas, emita calificación de pérdida de capacidad laboral por las secuelas 

causadas a raíz del accidente de tránsito ocurrido el día 10 de julio de 2022. 

2. En la eventualidad de que dicha calificación de pérdida de capacidad laboral sea 

apelada por el suscrito o de que la aseguradora no cuente un equipo interdisciplinario 

de calificación de invalidez, SEGUROS LA PREVISORA S.A deberá asumir el pago 

de los honorarios que le corresponden a la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez del Atlántico para lo de su competencia y también hará lo respectivo ante 

la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en la eventualidad de que el tutelante 

apele la decisión de la Junta Regional. 

3. Las demás medidas que estime y considere el juez constitucional. 

 

DESCARGO DE LA ENTIDADAD ACCIONADA 

 

SEGUROS LA PREVISORA S.A  

 

Conforme a lo relatado en los hechos y conforme al auto admisorio de la presente acción, 

la parte accionada solicita que no se acceda a la petición del accionante. Lo anterior bajo 

el entendido que es aquel que pretenda valerse de los beneficios de un seguro como lo es 

el de seguro obligatorio de accidentes de tránsito (en adelante SOAT) quien ha de cumplir 

con los requisitos que la ley prevé para la reclamación del mismo, tal como en adelante se 

explicará.  

 

Finalmente, siendo este el momento de solicitarle al despacho que se declare la 

improcedencia de la acción por no configurarse real violación a los derechos fundamentales 

del accionante. Esto, bajo el entendido que en el caso que nos ocupa la presunta 

vulneración a sus derechos que manifiesta haber sufrido la accionante depende únicamente 

de su voluntad y arbitrio, por lo que no puede procederse a su excepcional protección. 

 

Reitera el accionado al despacho la petición de que se declare la improcedencia de la 

acción bajo los fundamentos anteriormente expuestos, en la medida que no se configura 

una violación al derecho fundamental del accionante en tanto que es este mismo quien no 

ha presentado la documentación completa para poder si quiera realizar el estudio y 

potencial pago de las coberturas contenidas en el SOAT expedido por La Previsora S.A 

Compañía de Seguros Es decir, que la supuesta vulneración de sus derechos 

fundamentales depende exclusivamente de si mismo. 

 

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El A-quo resolvió:  

 

PRIMERO: CONCEDER el amparo del derecho fundamentales a la seguridad social del 

señor Luis Diego Meléndez López, por las razones expuestas en la parte considerativa de 

este proveído. 
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SEGUNDO: ORDENAR a Seguros la previsora S.A, que en el término de dos (2) días 

contados a partir de la notificación de este fallo, practique el examen de pérdida de 

capacidad laboral, que requiere l señor Luis Diego Meléndez López a efectos de solicitar 

indemnización por incapacidad permanente. 

 

Que en la eventualidad de que dicha calificación de pérdida de capacidad laboral sea 

apelada por el actor y/o que la aseguradora no cuente un equipo interdisciplinario de 

calificación de invalidez, la PREVISORA SEGUROS S.A. deberá asumir el pago de los 

honorarios que le corresponden a la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Atlántico 

para lo de su competencia y también hará lo respectivo ante la Junta Nacional de 

Calificación de Invalidez en la eventualidad de que el tutelante apele la decisión de la Junta 

Regional. 

 

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACION 

 

El accionado por medio de su escrito de impugnación solicita que no sea concedido el 

amparo a los derechos fundamentales que alega el accionante le han sido vulnerados. Esto 

en la medida que la legislación aplicable al caso establece expresamente como requisitos 

de procedibilidad para la reclamación que pretenda afectar las coberturas del SOAT, que la 

víctima demuestre la ocurrencia “del accidente y de sus consecuencias dañosas […]” 

(artículo 194 del Estatuto Orgánico Financiero), y más específicamente aquellos 

establecidos para cada cobertura conforme a lo dispuesto por los artículos 26 a 30 del 

Decreto 056 de 2015. 

 

Siendo que la actividad aseguradora, y de forma más intensa, tratándose del SOAT, se 

encuentra estrictamente regulada por el legislador, es imposible para La Previsora S.A 

Compañía de Seguros acceder al pago correspondiente a este seguro sino se llenan a 

cabalidad con los requisitos legales para tal fin. 

 

El accionado manifiesta que no es carga de la aseguradora subsanar los requisitos de 

procedibilidad que ha previsto la ley para la reclamación de seguro de quien se considere 

acreedor de la indemnización derivada de la cobertura de SOAT. Así las cosas, es 

imperativo que para la aseguradora pueda siquiera considerar la reclamación de seguro, 

que el beneficiario del amparo acredite además de la ocurrencia del siniestro, que ha sido 

calificado con una pérdida de capacidad laboral por la autoridad competente para ello. 

 

Señala el accionado que en el caso en particular dicha interpretación únicamente es viable 

conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional siempre y cuando la persona que 

pretende la garantía de sus derechos fundamentales se encuentre en una manifiesta 

vulnerabilidad económica y le sea imposible así llenar los requisitos legales de las 

reclamaciones de seguros que, dicho sea de paso, no se configura en el caso que nos 

ocupa, pues el accionante no ha arrimado a esta acción prueba alguna de que se encuentre 

en una situación económica tal, que le sea imposible pagar los honorarios que el mismo 

legislador ha establecido para las juntas regionales de calificación de invalidez. 

 

Finalmente, el accionado pide que se revoque el fallo alegando que no existe prueba alguna 

que el accionante se encuentre en una especial imposibilidad económica, no existe razón 

alguna para que se obligue a La Previsora S.A Compañía de Seguros a financiar un 

potencial dictamen ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez. Sin perjuicio de lo 

anterior, si el despacho lo considerare pertinente, los honorarios de la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez pueden ser pagados por La Previsora S.A Compañía de Seguros 

con cargo a la eventual indemnización que sería otorgada. 

 

LA ACCIÓN DE TUTELA Y SU PROCEDENCIA 
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El artículo 86 de Nuestra Carta Política consagra: “Que toda persona tendrá acción de tutela 

para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por si misma o por quién actué a su nombre, la protección inmediata 

de los derechos Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública…” 

 

 “…Esta acción sólo procederá cuando el interesado no tenga otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable.” 

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 

 

Problema jurídico. -  

 

Se trata en esta oportunidad de establecer si debe revocarse o no la sentencia de primera 

instancia proferida por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Oralidad de Barranquilla en fecha 

de 2 de febrero de 2023, para lo cual deberá analizarse si hubo vulneración de los derechos 

fundamentales constitucionales atinentes a la seguridad social, salud, igualdad, dignidad 

humana, mínimo vital y debido proceso, y si es procedente decretar el amparo de dichos 

derechos. 

 

Marco Constitucional y normativo. - 

 

El artículo 86 de Nuestra Carta Política consagra: “Que toda persona tendrá acción de tutela 

para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por si misma o por quién actué a su nombre, la protección inmediata 

de los derechos Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública…” 

 

Ahora, teniendo en cuenta lo preceptuado en el artículo 6º numeral 1 del Decreto 2591 de 

1991, la acción de tutela sólo es procedente ante la ausencia de un mecanismo alternativo 

de defensa judicial que sea idóneo y eficaz para la protección del derecho, salvo cuando, 

existiendo el medio de defensa ordinario, se la utilice como un mecanismo transitorio para 

impedir un perjuicio irremediable. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

Con   respecto   al   derecho   a   la   seguridad   social   en   Colombia, la jurisprudencia 

constitucional ha dicho que: 

 

“La seguridad social, concebida como un instituto jurídico de naturaleza dual, esto es, que 

tiene la condición tanto de derecho fundamental, como de servicio público esencial bajo la 

dirección, coordinación y control del Estado; surge como un instrumento a través del cual 

se le garantiza a las   personas   el   ejercicio  de   sus  derechos   subjetivos   fundamentales  

cuando   se encuentran ante la materialización de algún evento o contingencia que mengüe 

su estado de salud, calidad de vida y capacidad económica, o que se constituya en un 

obstáculo para la normal consecución de sus medios mínimos de subsistencia a través del 

trabajo”. 

 

De igual manera, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, prescribe en su 

artículo9, que: 

 

“Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias 

de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los 
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medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las 

prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes.” 

 

LA ACTIVIDAD ASEGURADORA Y LA PROTECCIÓN DE DERECHOS 

FUNDAMENTALES EN RELACIÓN CON ÉSTA 

 

La Constitución Política reconoce dentro de su artículo 333 la libertad contractual y la 

autonomía privada en materia de contratación.  No obstante, dicha autonomía debe 

encontrarse dentro de los límites del bien común y debe atender a “los principios del respeto 

por la dignidad humana, la solidaridad de las personas y la prevalencia del interés general 

sobre el privado, los cuales deben regir en Colombia como Estado Social de Derecho”, de 

conformidad con el artículo 1º de la Constitución Política. 

 

Por su parte, el artículo 335 de la Constitución Política establece que: 

 

“las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el 

manejo, aprovechamiento  e inversión  de  los  recursos  de  captación  a  las  que  se  

refiere  el  literal  d)  del numeral  19  del  artículo  150 son  de  interés  público y  sólo  

pueden  ser  ejercidas  previa autorización del Estado, conforme a la ley, la cual regulará la 

forma de intervención del Gobierno en estas materias y promoverá la democratización del 

crédito.”(Negrillas fuera del texto original). 

 

Teniendo lo decantado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional Corte, es 

claro que la acción de tutela no es procedente siempre que el tutelante cuente con 

otro medio judicial parara resolver su controversia debido a su carácter subsidiario. 

Sin embargo, en el caso que cuente con otro medio, se acepta la procedencia 

excepcional de ella, en ciertas circunstancias específicas: primero, cuando el 

mecanismo de defensa o recurso presentado se torna ineficaz o inidóneo; y 

segundo, cuando se demuestra la existencia de un perjuicio irremediable, el amparo 

a través de la tutela es transitorio para evitar daños. 

A su vez las situaciones excepcionales de las que trata la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional en sentencia T – 335 de 2000 son las siguientes: 

“Para que la acción de tutela desplace al mecanismo judicial ordinario de defensa, 

es necesario (1) que se trate de la protección de un derecho fundamental, (2) que 

la amenaza o la lesión del derecho fundamental pueda ser verificada por el juez de 

tutela, y, (3) que el derecho amenazado no pueda ser salvaguardado integralmente 

mediante el mecanismo ordinario existente.” 

En conclusión, la excepcionalidad se refiere a que, ante la existencia de otros 

mecanismos de defensa judicial idóneos, estos no sean eficaces y por lo tanto, sea 

urgente la actuación del juez de tutela para proteger los derechos constitucionales. 

Bajo este entendido, para verificar el presupuesto de la subsidiariedad, lo primero 

que se debe determinar si existe un mecanismo judicial dispuesto por la ley para 

resolver este tipo de controversias. 

Considera la Corte Constitucional que la acción de tutela no puede ejercerse con el 

fin de obtener la titularidad de derechos en materia de seguridad social, puesto que, 

el legislador ha establecido un escenario judicial concreto para los eventuales 

conflictos que surjan a propósito de la exigencia de este derecho, es decir, la 

jurisdicción ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad social, según el 

artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social: 

  
“La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social 
conoce de: (…) 4. Las controversias referentes al sistema de seguridad social 
integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
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empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la 
naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan.” 
 
De esta manera, este despacho corrobora la existencia de otro medio judicial para 
resolver la presente controversia como lo es la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral y seguridad Social. Aunado a lo anterior, cuenta también el 
tutelante con la vía ordinaria en su especialidad civil, mediante un proceso verbal, 
si desea discutir a su vez los cubrimientos de la póliza SOAT. 
Siendo así, este juzgado constata que, si bien el accionante solicita la protección 
de sus derechos fundamentales, la acción de tutela resulta de manera directa 
improcedente toda vez que cuenta con otros medios para resolver este conflicto. 
Ahora, estudiará este despacho la posibilidad de tratar la procedencia de la tutela 
de manera excepcional. La Corte Constitucional en sentencias como la  T 003 de 
2020, lo explica de una mejor manera, así: 
 
“Esta Corporación ha admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela 
para pronunciarse sobre controversias surgidas con ocasión del contrato de seguro, 
cuando, por ejemplo, (i) se verifica una grave afectación de los derechos 
fundamentales de un sujeto de especial protección constitucional, como 
ocurre en el caso de las personas con una considerable pérdida de su 
capacidad laboral y que, además, no tienen ningún tipo de ingreso; 
o (ii) también en el supuesto en que, a pesar de la clara e inequívoca demostración 
del derecho reclamado para hacer efectiva la póliza, el incumplimiento de las 
obligaciones contractuales que de la aseguradora, ocasiona que se inicie proceso 
ejecutivo en contra del reclamante” 
 

Acerca de quien debe asumir los costos de los honorarios de la Junta de Calificación 

de Invalidez para la práctica del dictamen requerido por el accionante, la Corte 

Constitucional en sentencia T 336 de 2020, ha dicho: 

 

36.- De manera pacífica y reiterada, en sede de control concreto, la Corte ha 

determinado que la ausencia de recursos económicos para pagar el costo 
de la valoración no puede constituirse en una barrera para el acceso a 

la seguridad social, el cual es un servicio público de carácter obligatorio y 
un derecho irrenunciable. Este derecho, además, “se funda sobre el principio 
de solidaridad, estipulado en el artículo 2º de la Ley 100 de 1993“Es la 
práctica de la mutua ayuda entre las personas, las generaciones, los sectores 
económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del más fuerte 
hacia el más débil.”. Esto quiere decir, según la Sentencia C-529 de 2010, que 
las contingencias que afecten el mínimo vital y que no puedan ser 
cubiertas por la persona que la padeció, se deben cubrir a través del 

esfuerzo de todos los miembros de la sociedad, pues de no ser así, el 
sistema de seguridad social sería inoperante 
 
... 
 
 

38.- En suma, de acuerdo con el artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, quienes 
deben asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de 

Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos de Pensión o las 
Administradoras de Riesgos Laborales, “ya que al ser un servicio esencial en 
materia de seguridad social, su prestación no puede estar supeditada al pago 
que haga el interesado, pues este criterio elude el  
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principio solidaridad al cual están obligadas las entidades de seguridad 
social”1. No obstante, el artículo 50 del Decreto 2463 de 2001 señala 
que el aspirante a beneficiario puede sufragar los honorarios de la Junta 

de Calificación de Invalidez y que podrá pedir su reembolso siempre y 
cuando se establezca un porcentaje de pérdida de capacidad laboral. Por 

último, siguiendo la doctrina constitucional de esta Corte, bajo este mismo 
criterio y dando alcance al principio de solidaridad, las aseguradoras 
también podrán asumir el pago de los honorarios de las Juntas de 

Calificación de Invalidez cuando el beneficiario del seguro no cuente 
con recursos económicos que le permitan sufragar los honorarios sin 
que ello afecte su mínimo vital, contribuyendo así a la eficiente 

operatividad del sistema de seguridad social. (Resaltes del juzgado). 

En este caso el accionante sólo se limitó a afirmar la reducción de sus ingresos a 

consecuencia de las lesiones sufridas, pero no allega prueba alguna de su falta de 

recursos. 

Siendo de así las cosas, es claro que en este evento mal puede acudirse a la 
justificante de la necesidad de que la accionada cubriese los costos en virtud del 
principio de solidaridad, ya que el accionante no acreditó pertenecer a población 
con escasos recursos y que el pago de los honorarios de la junta de calificación de 
invalidez afectaren su mínimo vital. 

Ante lo anterior el fallo impugnado debe ser revocado. 

 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Oralidad de Barranquilla, 

administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO. – REVOCAR el fallo proferido por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Oralidad 

de Barranquilla, en fecha de 2 de febrero de 2023, y en su lugar declarar la 

IMPROCEDENCIA, de la acción de tutela promovida por LUIS DIEGO MELENDEZ LOPEZ 

contra: SEGUROS LA PREVISORA S.A . 

 

SEGUNDO. - Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO. - Ordenar, luego de la ejecutoria del presente proveído, el envío del expediente 

a la Corte Constitucional, para su eventual revisión. 

. 

NOTIFÍQUESE   Y   CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 Sentencia T-349 de 2015. M.P. Alberto Rojas Ríos. A.V. Myriam Ávila Roldán.  
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